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El género es, en este análisis, la forma o configuración histórica elemental de 
todo poder en la especie y, por lo tanto, de toda violencia, ya que todo poder es 

resultado de una expropiación inevitablemente violenta1.

1 �  SEGATO, Rita Laura. “Manifiesto en cuatro temas”. Critical Times, vol. 1, núm. 1, 2018, p. 214. Duke University Press.

I. INTRODUCCIÓN

Pocas materias del derecho civil dominicano han 
generado una evolución jurisprudencial tan diná-
mica, contradictoria y jurídicamente rica como la 
relativa a la prescripción de la acción en partición 

de bienes de la comunidad matrimonial cuando los bienes 
objeto de esa partición son inmuebles registrados bajo el sis-
tema Torrens.

En apenas tres años, la Suprema Corte de Justicia ha 
producido dos decisiones de alto impacto que sostienen 
posturas diametralmente opuestas sobre una misma pregunta 
jurídica: ¿prescribe a los dos años la acción en partición de 
los bienes de la comunidad matrimonial cuando los bienes 
en disputa son inmuebles registrados?

La primera respuesta provino de las Salas Reunidas 
mediante la sentencia SCJ-SR-23-0001 del 22 de febrero de 
2023, que estableció —variando el criterio hasta entonces 
predominante— que el plazo de prescripción de dos años 
del artículo 815 del Código Civil se aplica sin distinción a 
todos los bienes de la comunidad, incluyendo los inmuebles 
registrados. La segunda respuesta, radicalmente opuesta, 
fue emitida por la Primera Sala mediante la sentencia SCJ-
PS-26-0530 del 31 de marzo de 2026, que —apartándose 

expresamente del criterio de las Salas Reunidas— sostuvo la 
imprescriptibilidad de la acción en partición sobre esos mis-
mos inmuebles, fundándose en el sistema Torrens, el princi-
pio IV de la Ley 108-05 y el artículo 51 de la Constitución.

Lo que hace especialmente relevante este debate no es 
solo la contradicción entre ambas decisiones, sino que las dos 
resultan jurídicamente defendibles desde marcos interpreta-
tivos distintos y, además, produjeron justicia material en los 
casos concretos que resolvieron. Esa doble legitimidad —téc-
nica y sustantiva— exige una reflexión que vaya más allá del 
análisis dogmático y examine también la dimensión constitu-
cional de género que subyace en ambos expedientes.

Este artículo se escribe desde una perspectiva que combi-
na el análisis académico con la experiencia del litigio direc-
to. Esa posición permite identificar no solo los argumentos 
que persuadieron a las Salas Reunidas, sino también las cir-
cunstancias fácticas que los expedientes judiciales apenas 
enuncian y que, sin embargo, explican la justicia material 
del resultado.

La controversia no puede leerse únicamente como un 
ejercicio de hermenéutica jurídica sobre la relación entre 
derecho común y derecho registral. Las circunstancias de 
ambos casos revelan una dimensión que los fallos judiciales 
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raramente dicen en voz alta, pero que atraviesa muchos liti-
gios de familia: la economía del matrimonio y su disolución 
suele operar sobre desigualdades patrimoniales que tienen 
un rostro mayoritariamente femenino.

La perspectiva de género no se incorpora aquí como 
argumento accesorio ni como preferencia subjetiva a favor 
de una de las partes. Se utiliza como metodología jurídica 
para identificar cómo normas formalmente neutras pueden 
producir efectos diferenciados cuando operan sobre relacio-
nes familiares atravesadas por desigualdad económica, car-
gas de cuidado, dependencia patrimonial o control de la 
documentación necesaria para reclamar derechos.

II. EL MARCO LEGAL: PLURALIDAD NORMATIVA EN 
TENSIÓN
2.1 El artículo 815 del Código Civil y su singulari-
dad dominicana
El artículo 815 del Código Civil dominicano, en su versión 
original, consagraba el principio de que nadie puede ser obli-
gado a permanecer en estado de indivisión. Sin embargo, 
mediante la Ley núm. 935 del 25 de junio de 1935, el legis-
lador dominicano introdujo una modificación sin equivalen-
te en el derecho francés: estableció una prescripción de dos 
años para el ejercicio de la acción en partición de los bienes 
de la comunidad matrimonial, contada desde la publicación 
de la sentencia de divorcio.

El texto dispone que, transcurrido ese plazo sin que nin-
guno de los cónyuges haya asumido la condición de parte 
diligente, se presume que la liquidación y partición fue efec-
tuada, y cada cónyuge conserva lo que tenga en su posesión, 
sin distinguir entre muebles e inmuebles. Hacer esa distin-
ción supone introducir una excepción que el legislador de 
1935 no previó.

Esta mutación legislativa, lejos de responder a una evolu-
ción doctrinal abstracta o a una necesidad social generaliza-
da, posee un origen íntimamente ligado a la instrumentali-
zación del aparato normativo para fines personales del poder 
autocrático, un rasgo que reviste a esta reforma de un matiz 
eminentemente dominicano. Históricamente, la urgencia 
del legislador de 1935 por intervenir la rigidez del derecho 
civil francés obedeció a las vicisitudes conyugales del dicta-
dor Rafael Leónidas Trujillo Molina, quien en ese año bus-
caba disolver de forma expedita su matrimonio con Bien-
venida Ricardo para contraer nupcias con María Martínez 
Alba. Para viabilizar esta transición personal sin los obstá-
culos del ordenamiento común, el régimen impulsó prime-
ro la Ley núm. 834 del 21 de febrero de 1935 —que intro-
dujo una causal de divorcio “a la medida” por la ausencia 
de hijos tras cinco años de unión— y, una vez consumada la 
separación, consolidó el proceso mediante la Ley núm. 935 
del 25 de junio de 1935, que introdujo la reforma al artícu-
lo 815. Esta última funcionó como un blindaje patrimonial 

estratégico y posterior a la ruptura: al fijar el estricto canda-
do de los dos años, se restringía temporalmente la posibilidad 
de que la exesposa (o eventuales reclamantes futuros) persi-
guiera la partición de la masa común, forzando una liquida-
ción presumida sobre los bienes en posesión. De este modo, 
una secuela conyugal y una motivación de control económi-
co postdivorcio en la cúspide del régimen autoritario termi-
naron codificando una regla sustantiva que alteraría de for-
ma permanente los principios de indivisión en el derecho 
privado nacional.

Esta norma es una singularidad del ordenamiento domi-
nicano. Francia nunca adoptó una disposición similar; su 
Corte de Casación consagró el carácter imprescriptible del 
derecho a demandar en partición. Las Salas Reunidas reco-
nocieron expresamente en la sentencia de 2023 que esta dife-
rencia legislativa impide utilizar la doctrina y jurisprudencia 
francesas como referentes automáticos para los casos domi-
nicanos.

Lo que ninguna de las dos decisiones problematiza sufi-
cientemente es el contexto sociológico en que esa norma fue 
concebida en 1935 y el contexto radicalmente distinto en 
que se aplica hoy.

2.2 El sistema Torrens y el principio de imprescrip-
tibilidad
En paralelo a ese régimen civil, el ordenamiento dominica-
no adoptó el sistema Torrens mediante la Orden Ejecuti-
va núm. 511 de 1920, consolidado por la Ley 1542 de 1947 
sobre Registro de Tierras y, más recientemente, por la Ley 
108-05 de Registro Inmobiliario, cuyo Principio IV estable-
ce que todo derecho registrado es imprescriptible y goza de 
la protección y garantía absoluta del Estado.

El sistema Torrens supone un quiebre radical con el 
modelo ministerial francés: el registro es constitutivo del 
derecho, no meramente declarativo. El certificado de título 
emitido por el Estado acredita la titularidad con presunción 
de exactitud que no admite prueba en contrario, conforme 
al artículo 90 de la Ley 108-05. En este sistema, la posesión 
física no genera derechos sobre inmuebles registrados; la titu-
laridad existe porque está inscrita, no porque se ejerza mate-
rialmente.

La convivencia entre el artículo 815 —que presupone la 
posesión material como base de atribución— y el sistema 
Torrens —que elimina la posesión como fuente generado-
ra de derechos sobre inmuebles registrados— constituye el 
nudo técnico central del debate. Su resolución definitiva no 
puede provenir exclusivamente de los jueces.

2.3 El nuevo régimen del recurso de casación: la 
Ley núm. 2-23
La sentencia de las Salas Reunidas de 2023 fue emitida bajo 
el régimen de la Ley núm. 3726 sobre Procedimiento de 
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Casación, modificada por la Ley núm. 491-08. La sentencia 
de la Primera Sala de 2026, en cambio, fue emitida bajo el 
nuevo régimen de la Ley núm. 2-23, que reformó integral-
mente el procedimiento de casación e introdujo, entre otros 
aspectos, el interés casacional objetivo y la posibilidad de 
decidir en cámara de consejo sin audiencia.

Ambas normativas comparten el mandato de unidad 
jurisprudencial: el artículo 2 de la ley derogada y el artículo 
4 de la vigente atribuyen a la casación la función esencial de 
garantizar la correcta aplicación del derecho, la uniformidad 
de la jurisprudencia y la seguridad jurídica. Sobre ese man-
dato se produce la tensión institucional más aguda que este 
artículo analiza.

III. LA SENTENCIA SCJ-SR-23-0001: EL GIRO DE LAS 
SALAS REUNIDAS
3.1 Las circunstancias del caso
El caso de la señora Sánchez Marte versus el señor Rodrí-
guez Calvo giró en torno a la vivienda familiar ubicada en la 
avenida 27 de Febrero de Santiago, registrada en la parcela 
núm. 219 del Distrito Catastral núm. 6, a nombre de ambos 
excónyuges desde 1991 bajo el régimen de la Ley núm. 1542. 
El matrimonio, celebrado en 1976, había sido disuelto por 
mutuo acuerdo en julio de 1998. La demanda en partición 

fue interpuesta por el exesposo en 2009, once años después 
del divorcio.

Durante esos once años, Sánchez Marte permaneció en 
la vivienda familiar conjuntamente con los hijos menores del 
matrimonio, sosteniendo el inmueble y asumiendo en exclu-
siva las cargas del hogar. El señor Rodríguez Calvo no con-
tribuyó al mantenimiento del bien; tampoco puso a disposi-
ción de Sánchez Marte la constancia anotada original emiti-
da en 1991, cuya retención operó como mecanismo de pre-
sión patrimonial. Fue en ese contexto que en 2009 reapare-
ció judicialmente para reclamar la partición del inmueble 
invocando la imprescriptibilidad del derecho de propiedad.

El expediente acumuló un historial procesal de más de 
una década: rechazo en primera instancia por falta de prue-
bas, apelaciones cruzadas —incluyendo múltiples intentos de 
desistimientos por parte del exesposo—, una primera casa-
ción en 2017 que anuló la declaratoria de prescripción de 
la Corte de Apelación de Santiago y envió el asunto a San 
Francisco de Macorís, tribunal de envío que ordenó la par-
tición. Fue contra esa última sentencia que Sánchez Mar-
te interpuso el segundo recurso de casación que llegó a las 
Salas Reunidas.

Tras la sentencia SCJ-SR-23-0001, el proceso fue remiti-
do a la Cámara Civil y Comercial de la Corte de Apelación 
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del Departamento Judicial de La Vega, constituida como 
corte de envío. En consonancia con el mandato del tribunal 
de casación, dicha corte dictó la sentencia civil núm. 2024-
00199, el 11 de julio de 2024, mediante la cual acogió el 
recurso incidental de Sánchez Marte, revocó la decisión de 
primer grado y declaró inadmisible la demanda en partición 
intentada por Rodríguez Calvo por vencimiento del plazo 
bienal del artículo 815.

3.2 La distinción entre acción y derecho: núcleo del 
recurso
El recurso de casación interpuesto en representación de Sán-
chez Marte articuló un argumento que se convertiría en la 
columna vertebral de la sentencia de las Salas Reunidas: la 
distinción entre la prescripción de una acción y la prescrip-
ción o adquisición de un derecho sustantivo.

El principio IV de la Ley núm. 108-05, así como el dero-
gado artículo 175 de la Ley núm. 1542, consagran la impres-
criptibilidad del derecho de propiedad registrado y la impo-
sibilidad de adquirirlo por prescripción adquisitiva o pose-
sión detentatoria. Pero el párrafo tercero del artículo 815 
del Código Civil no establece una adquisición por posesión 
detentatoria: establece una presunción legal de partición.

La distinción es fundamental. Sánchez Marte no era una 
tercera que pretendía adquirir por prescripción un inmue-
ble ajeno. Era propietaria registrada del inmueble, lo ocu-
paba legítimamente y, respecto de ella, lo que operó fue la 
prescripción de la acción del exesposo para reclamar judi-
cialmente la partición.

El Reglamento para el Control y Reducción de Constan-
cias Anotadas, emitido por la propia Suprema Corte de Jus-
ticia bajo la Ley núm. 108-05, era explícito al establecer que 
la acción en partición es imprescriptible, “a excepción de 
la que se refiere a la partición de comunidad por causa de 
divorcio de conformidad con lo dispuesto en el artículo 815 
del Código Civil”2.

Esta distinción no está exenta de objeción, y conviene 
enfrentarla abiertamente. Podría sostenerse que si el dere-
cho de propiedad registrado es imprescriptible por man-
dato del principio IV, y la acción en partición es el cauce 
procesal para hacer efectivo ese derecho, entonces extin-
guir la acción equivale en la práctica a vaciar de conteni-
do el derecho que la ley declara inextinguible; la separación 
entre acción y derecho sería, desde esta crítica, un artifi-
cio para eludir la contradicción. El voto disidente de 2023 
formula esta objeción con contundencia al afirmar que “la 
acción está indisolublemente ligada al derecho que se recla-
ma”. La respuesta de la mayoría, sin embargo, no es un 
mero juego conceptual: el artículo 815 no extingue el dere-
cho de propiedad ni lo transfiere por usucapión, sino que 
2 � Suprema Corte de Justicia. Reglamento para Control y Reducción de Constancias Anotadas instituido por Resolución 517-2007 del 22 de marzo de 2007, modificado por Resolución1737 del 

12 de julio de 2007. Art.19.

activa una presunción legal de partición —una liberalidad 
implícita de un excónyuge en provecho del otro— que ope-
ra dentro del propio régimen de las presunciones del Códi-
go Civil. El derecho de propiedad no desaparece; cambia 
de titular por efecto de un acto que la ley presume consen-
tido. La distinción acción/derecho se sostiene, entonces, 
no porque la acción sea ajena al derecho, sino porque su 
extinción no produce despojo, sino reasignación presumi-
da de una copropiedad que la inacción de las partes con-
sintió. Que la objeción sea seria, y que tres magistrados de 
las Salas Reunidas la suscribieran, confirma que el proble-
ma es genuino y que su resolución definitiva no puede pro-
venir solo de la jurisprudencia.

3.3 El argumento constitucional de género
El recurso incorporó también preceptos constitucionales 
que trascienden el debate estrictamente registral: la protec-
ción de la familia como fundamento de la sociedad, consa-
grada en el artículo 55 de la Constitución; el principio de 
igualdad y no discriminación del artículo 39; y el derecho a 
una vida libre de violencia del artículo 42, bajo cuyo man-
to puede encuadrarse el uso estratégico y tardío de los dere-
chos patrimoniales como instrumento de dominación econó-
mica postdivorcio.

La perspectiva de género en el análisis jurídico no impli-
ca resolver el caso a favor de la mujer por ser mujer. Impli-
ca hacer visible el contexto de desigualdad estructural en 
que opera la norma y ponderar sus efectos reales. En el caso 
Sánchez Marte, ese contexto era determinante: aplicar la 
imprescriptibilidad sin atender al plazo bienal habría pre-
miado la inacción del exesposo que abandonó sus obliga-
ciones patrimoniales durante once años y habría castiga-
do a quien sostuvo sola las cargas del inmueble durante ese 
tiempo.

3.4 Fundamentos técnicos del giro de 2023
Las Salas Reunidas, bajo la ponencia de la magistrada Pilar 
Jiménez Ortiz, adoptaron el criterio previamente fijado por 
la Primera Sala en la sentencia núm. 2170/2021, del 31 de 
agosto de 2021, y lo convirtieron en el criterio institucional 
del más alto tribunal.

Primero, distinguieron entre la acción en partición —
que prescribe— y el derecho de propiedad —que permane-
ce imprescriptible—. El hecho de que la acción prescriba no 
significa que el derecho de propiedad se extinga por usuca-
pión, sino que opera una presunción legal de partición por 
efecto de la inacción de los titulares.

Segundo, entendieron que el principio IV de la Ley núm. 
108-05 no opera como norma derogatoria de reglas concre-
tas como el artículo 815, sino como directriz de protección 
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de los derechos registrados frente a la adquisición por pres-
cripción o posesión detentatoria.

Tercero, ponderaron la seguridad jurídica: quien se bene-
ficia de la partición presumida del artículo 815 debe tener 
certeza de su derecho y no quedar indefinidamente expues-
to a acciones posteriores, con potencial afectación a terceros 
adquirentes de buena fe.

3.5 Peso institucional de la decisión y voto disidente
La sentencia fue emitida por las Salas Reunidas de la Supre-
ma Corte de Justicia, órgano que constituye la más alta 
expresión institucional del tribunal supremo dominicano en 
materia de unificación para segundos recursos de casación 
sobre el mismo punto de derecho. En el caso concreto, la 
decisión de doce magistrados fue adoptada por nueve votos 
a favor y tres votos disidentes.

Los tres disidentes —magistrados Justiniano Montero 
Montero, Moisés Ferrer Landrón y Francisco Ortega Polan-
co— suscribieron un voto de notable profundidad argumen-
tativa que anticipó la postura que terminaría prevaleciendo 
en 2026: la incompatibilidad histórica y estructural entre el 
artículo 815 y el sistema Torrens. Ese voto disidente no debe 
leerse como una nota marginal, sino como una línea argu-
mentativa que permaneció latente hasta convertirse en crite-

rio mayoritario de la Primera Sala. Con cincuenta y un con-
sideraciones, despliega una reconstrucción histórica del sis-
tema Torrens. Su carga argumentativa y su convicción que-
dan condensadas en la advertencia final de los disidentes, 
que esperaban “convencer a la mayoría para que abando-
nen semejante aberración” antes de su “seguro sepulcro”. 
Lejos de ser una nota marginal, fue la línea argumentativa 
que permaneció latente hasta convertirse en criterio mayori-
tario de la Primera Sala tres años después.

IV. LA SENTENCIA SCJ-PS-26-0530: RETORNO A LA 
IMPRESCRIPTIBILIDAD
4.1 Una ironía estructural iluminadora
La sentencia de la Primera Sala de 2026 presenta una ironía 
estructural: si en el caso de 2023 era la mujer quien necesi-
taba que la prescripción del artículo 815 operara para pro-
tegerse de la demanda tardía de su exesposo, en el caso de 
2026 la posición se invierte. Es el hombre —Salcedo Esté-
vez— quien invoca esa misma prescripción para impedir que 
su exesposa Goris Vargas reclame su parte del patrimonio 
conyugal respecto de los inmuebles registrados.

La paradoja demuestra que la discusión sobre el artículo 
815 no tiene un sesgo de género predeterminado en abstrac-
to. Dependiendo de las circunstancias, la prescripción puede 
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favorecer a cualquiera de los excónyuges. Lo relevante desde 
la perspectiva de género no es qué criterio se adopta en abs-
tracto, sino cómo se aplica a la realidad concreta del caso y 
quién resulta protegido o desprotegido.

En el caso de 2026, Goris Vargas había actuado con dili-
gencia: antes de que vencieran los dos años contados desde el 
pronunciamiento del divorcio, inscribió la hipoteca legal de 
la mujer casada ante el Registro de Títulos de Santiago, pre-
servando formalmente sus derechos sobre el patrimonio con-
yugal. Ese acto revela que no había inacción ni abandono de 
derechos por parte de la exesposa.

4.2 Fundamentos técnicos del nuevo criterio
La sentencia de 2026, bajo la ponencia de la magistrada 
Miguelina Ureña Núñez, construye su razonamiento sobre 
bases técnicas sólidas.

Primero, identifica la incompatibilidad entre el artículo 
815 —concebido en el marco del sistema ministerial fran-
cés— y el sistema Torrens —adoptado en 1920 y consolida-
do durante más de un siglo—. Aplicar a los inmuebles regis-
trados una norma pensada para un modelo radicalmen-
te distinto implicaría, desde esa perspectiva, un anacronis-
mo jurídico.

Segundo, se apoya en el artículo 90 de la Ley núm. 108-
05, que atribuye al registro carácter constitutivo y convali-
dante, con presunción de exactitud que no admite prueba 
en contrario.

Tercero, vincula la imprescriptibilidad registral con el 
artículo 51 de la Constitución, que consagra la inviolabili-
dad del derecho de propiedad y cuyas excepciones no inclu-
yen la prescripción adquisitiva por posesión frente a un dere-
cho registrado.

Cuarto, introduce una solución dual: los inmuebles regis-
trados quedan regidos por el principio IV de la Ley núm. 
108-05; los inmuebles no registrados y los bienes muebles 
permanecen sujetos al artículo 815. Cada tipo de bien que-
da sometido al régimen que corresponde a su naturaleza 
jurídica.

4.3 La recuperación de una línea argumentativa 
minoritaria
La importancia de la sentencia SCJ-PS-26-0530 no reside 
únicamente en su conclusión, sino en que transforma en cri-
terio mayoritario de la Primera Sala una línea argumentati-
va que en 2023 había quedado expresada en el voto disiden-
te de las Salas Reunidas.

Leída de ese modo, la sentencia de 2026 no disminuye la 
calidad jurídica de la decisión de 2023; más bien confirma 
la complejidad genuina del problema. El ordenamiento per-
mite al menos dos interpretaciones jurídicamente plausibles 
y suficientemente fundamentadas, porque no ha resuelto de 
manera expresa la tensión entre el derecho civil de la comu-

nidad matrimonial y el derecho registral del sistema Torrens. 
Esa coexistencia de lecturas legítimas es precisamente lo que 
hace necesaria la intervención del legislador.

4.4 La interrupción del plazo como desnaturaliza-
ción del predicado fáctico
Conviene detenerse en un punto que ambas decisiones permi-
ten articular con precisión y que constituye, a juicio de quien 
suscribe, la clave que reconcilia sus resultados sin contradic-
ción lógica. La presunción del artículo 815 no se activa por la 
mera ausencia de partición, sino por la inacción de los excón-
yuges durante el plazo bienal que se comienza a contar desde 
la publicación de la sentencia de divorcio. Las propias Salas 
Reunidas reconocieron en 2023 que esa prescripción “está 
sometida a las reglas de suspensión o interrupción del curso de 
la prescripción estipuladas en los artículos 2242 y siguientes” 
del Código Civil. La presunción de partición presupone, por 
tanto, un hecho concreto: que ninguno de los titulares asumió 
la condición de parte diligente dentro del término.

Es precisamente ese predicado fáctico el que se desvane-
ce en el caso de 2026. Goris Vargas no permaneció inacti-
va: antes de vencer el plazo de dos años inscribió la hipote-
ca legal de la mujer casada ante el Registro de Títulos de 
Santiago. Ese acto registral es, en la lógica del propio voto 
de 2023, un acto de conservación que interrumpe el curso 
de la prescripción y, con ello, impide que se configure la pre-
sunción de abandono. La imprescriptibilidad que la Primera 
Sala afirma en 2026 no necesita siquiera oponerse al crite-
rio de 2023 para proteger a Goris Vargas: bastaba constatar 
que el supuesto de hecho de la presunción —la inacción den-
tro del plazo— nunca llegó a producirse. La inscripción de 
la hipoteca legal no derrota la presunción del artículo 815; la 
priva de su presupuesto.

De ahí que la neutralidad textual del artículo 815 ope-
re, en este análisis, como una virtud estructural y no como 
una deficiencia. Las dos lecturas opuestas que produjeron las 
Salas Reunidas y la Primera Sala condujeron al mismo resul-
tado sustantivo —proteger a quien actuó con diligencia o sos-
tuvo materialmente el bien— porque ambas, leídas con rigor, 
dependen de un mismo dato: la conducta efectiva de las par-
tes dentro del plazo. La norma no predetermina el resultado; 
lo hace depender de los hechos. Esa es su fortaleza.

V. LA DIMENSIÓN CONSTITUCIONAL DE GÉNERO
5.1 El género como método, no como consigna
El artículo 815 del Código Civil es formalmente neutro: se 
aplica por igual a ambos excónyuges. Pero la neutralidad tex-
tual de una norma no garantiza la neutralidad de sus efectos. 
Esta es una de las aportaciones centrales de la teoría jurídica 
feminista al análisis del derecho.

Alda Facio ha advertido que no se puede comprender 
ningún fenómeno social si no se lo analiza desde la perspec-
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tiva de género y que, para hablar del derecho desde esa pers-
pectiva, es necesario reconceptualizar lo que entendemos 
por derecho. Esta afirmación resulta particularmente perti-
nente en materia de partición postdivorcio, porque obliga a 
mirar más allá del texto del artículo 815 y a examinar cómo 
opera la norma en relaciones patrimoniales concretas.

Facio propone entender el derecho en sentido amplio: 
no solo como norma formalmente promulgada, sino tam-
bién como derecho judicial y como derecho material o real. 
En sus palabras, el derecho no se compone solo de la norma 
agendi o de las normas formalmente promulgadas, sino tam-
bién de normas creadas al administrar justicia, es decir, al 
seleccionar, interpretar y aplicar el derecho legislativo. Esta 
concepción permite comprender que la jurisprudencia sobre 
el artículo 815 no es una aplicación mecánica del texto legal, 
sino producción de derecho judicial.

5.2 Discriminación por resultado y neutralidad 
normativa
Al comentar la definición de discriminación de la CEDAW, 
Facio sostiene que una ley será discriminatoria si tiene por 
resultado la discriminación de la mujer aunque esa misma 

ley no se haya promulgado con la intención o con el objeto 
de discriminarla. Aplicada al artículo 815, esta idea permi-
te desplazar la pregunta desde la intención del legislador de 
1935 hacia los efectos actuales de la norma.

Una prescripción bienal puede parecer razonable en abs-
tracto, pero producir resultados injustos cuando quien debía 
accionar carecía de asesoría legal, recursos económicos, 
acceso a documentos registrales o condiciones reales para 
litigar en igualdad. La misma advertencia opera en sentido 
inverso: una norma formalmente neutra también puede pro-
ducir justicia de género cuando se interpreta con conciencia 
de las asimetrías reales sobre las que opera.

5.3 La mujer invisibilizada en el artículo 815
Facio sintetiza su metodología en seis pasos. Entre ellos, iden-
tificar las formas de sexismo presentes en el texto —andro-
centrismo, insensibilidad al género, sobregeneralización, 
doble parámetro, familismo— e identificar cuál es la mujer 
que está presente o invisibilizada en la norma.

La herramienta resulta especialmente fecunda fren-
te al artículo 815: ¿qué sujeto presupone la norma? ¿Un 
excónyuge informado, con capacidad económica y acceso 
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a documentación? ¿O también contempla a quien, tras el 
divorcio, queda a cargo del hogar, de los hijos, del inmue-
ble y sin medios reales para judicializar su derecho den-
tro del plazo?

La pregunta no pretende feminizar artificialmente una 
regla civil, sino constitucionalizar su interpretación. La igual-
dad sustantiva exige reconocer que aplicar la misma norma 
a personas colocadas en posiciones estructuralmente des-
iguales puede reproducir o profundizar la desigualdad.

5.4 Violencia económica postdivorcio y justicia 
material
Tanto el caso Sánchez Marte como el caso Goris Vargas per-
miten identificar una categoría que merece desarrollo doctri-
nal propio: el uso estratégico del derecho patrimonial como 
instrumento de dominación económica post-divorcio. En 
2023, la estrategia consistía en reaparecer once años después 
para reclamar la partición de un inmueble sostenido por la 
exesposa. En 2026, consistía en invocar la prescripción para 
extinguir los derechos de la exesposa que había actuado dili-
gentemente para preservarlos.

La violencia patrimonial y económica ya no es una 
categoría meramente doctrinal. La Ley núm. 74-25 —
nuevo Código Penal dominicano— la recoge al referirse 
al uso de medios para controlar, restringir o manipular los 
recursos económicos de la víctima y a los actos que impli-
can daño, destrucción o sustracción de bienes materia-
les o propiedades con finalidad de perjuicio económico o 
emocional3. Sin convertir retroactivamente los hechos de 
estos casos en tipos penales, esa definición legislativa per-
mite nombrar una dinámica que el derecho civil patrimo-
nial no puede ignorar. 

La antropóloga Rita Laura Segato ofrece un marco teó-
rico que ilumina esta dinámica al analizar el género como 
configuración elemental del poder y del control sobre bie-
nes y recursos. Desde esa perspectiva, la retención del títu-
lo original del inmueble durante once años en el expediente 
de 2023 no aparece como un acto aislado de mala fe indivi-
dual, sino como práctica coherente con la lógica del control 
patrimonial postdivorcio.

Lo que ambos casos revelan en conjunto es que la justi-
cia de género en materia patrimonial no depende exclusiva-
mente del contenido abstracto de la norma, sino de la con-
ciencia con que se la interpreta y aplica. En 2023, esa justi-
cia tomó la forma de la prescripción. En 2026, tomó la for-
ma de la imprescriptibilidad. En ambos casos, el tribunal 
identificó a quien había actuado con diligencia o había sos-
tenido materialmente el bien, y evitó que la otra parte utili-
zara el derecho para consolidar una ventaja construida sobre 
la desigualdad.

3 �  Ley 74-25. (Nuevo) Código de Penal dominicano. Artículo 124.

VI. EL PROBLEMA INSTITUCIONAL: PRECEDENTE, 
CASACIÓN Y SEGURIDAD JURÍDICA
6.1 La función unificadora de la casación y su crisis
El artículo 4 de la Ley núm. 2-23 encomienda al recurso de 
casación la función de garantizar la correcta aplicación del 
derecho, la uniformidad de la jurisprudencia y la seguridad 
jurídica. Esa función queda comprometida cuando las dife-
rentes salas del mismo tribunal supremo pueden apartar-
se de los criterios de las demás, incluyendo los de las Salas 
Reunidas.

Ambas sentencias reconocen que el precedente judicial 
no tiene carácter vinculante en el ordenamiento dominica-
no, pero afirman simultáneamente que todo cambio de cri-
terio debe estar debidamente fundamentado. Esta formula-
ción evidencia la tensión irresuelta: si el precedente no obli-
ga, pero debe seguirse salvo fundamento explícito, ¿cuál es el 
umbral de fundamentación suficiente para apartarse de una 
decisión de Salas Reunidas?

La respuesta que el ordenamiento dominicano no ha 
dado todavía a esa pregunta es una fuente de inseguridad 
jurídica. El problema excede la materia de familia: afecta la 
función misma de la casación como mecanismo de uniformi-
dad jurisprudencial.

6.2 Hacia un precedente cualificado de Salas Reu-
nidas
La experiencia comparada ofrece respuestas parciales. En 
España, el Tribunal Supremo cuenta con mecanismos de 
pleno jurisdiccional para fijar doctrina cuando existe juris-
prudencia contradictoria entre salas. En Francia, el pleno de 
la Corte de Casación puede intervenir cuando la coheren-
cia jurisprudencial lo requiere. En Colombia, las sentencias 
de unificación tienen una fuerza institucional reforzada que 
obliga a justificar cualquier apartamiento.

El ordenamiento dominicano podría beneficiarse de un 
mecanismo similar que otorgue a las decisiones de las Salas 
Reunidas un efecto de precedente cualificado: no vinculante 
en sentido absoluto, pero dotado de una fuerza institucional 
que obligue a fundamentar explícitamente cualquier aparta-
miento y lo someta a revisión expedita.

VII. HACIA UNA REFORMA LEGISLATIVA INFORMADA
La reforma del artículo 815 no debería limitarse a resolver 
la tensión técnica entre prescripción e imprescriptibilidad. 
También debe reconocer la situación de vulnerabilidad en 
que con frecuencia se encuentran los excónyuges con meno-
res recursos económicos, mayor carga de cuidado familiar o 
menor acceso a documentación patrimonial.

Una reforma adecuada debería distinguir entre bienes 
muebles, inmuebles no registrados e inmuebles registrados; 
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regular los efectos de la inscripción de derechos, cargas e 
hipotecas legales; prever mecanismos de suspensión o inte-
rrupción del plazo cuando existan obstáculos reales para 
accionar; y permitir acciones resarcitorias o compensato-
rias cuando uno de los excónyuges haya sostenido económi-
camente el inmueble durante años en beneficio de la masa 
común o del otro titular.

Proponer una reforma del artículo 815 no contradice la 
tesis de su neutralidad como virtud estructural. Lo que la 
reforma persigue no es inclinar la norma hacia un sexo, sino 
dotarla de los mecanismos procesales que hoy le faltan para 
que su neutralidad produzca justicia material de manera 
consistente: reglas expresas de suspensión e interrupción del 
plazo ante obstáculos reales para accionar, y acción resarci-
toria para quien carga exclusivamente con las obligaciones 
que genera un bien inmueble. Son mecanismos que operan 
con independencia del género y protegen a quien actuó con 
diligencia, como ya hicieron ambas sentencias. La perspecti-
va de género no altera la regla; ilumina los obstáculos sobre 
los que opera para que el legislador los neutralice.

Se trata de incorporar perspectiva de género, no para 
crear privilegios, sino para impedir que una norma formal-
mente neutra se convierta en instrumento de despojo o pre-
sión económica en contextos de desigualdad patrimonial. La 

justicia de género no debe depender de la sensibilidad del 
tribunal de turno; debe encontrar respaldo estructural en 
reglas claras.

VIII. REFLEXIONES FINALES
Las dos sentencias analizadas son expresiones genuinas del 
esfuerzo judicial por hacer justicia en un ordenamiento com-
plejo y en evolución. Su paradoja no consiste en que una 
sea correcta y la otra incorrecta, sino en que ambas resul-
tan defendibles desde sus respectivos marcos de análisis. Esa 
coexistencia de lecturas plausibles es precisamente el síntoma 
del problema: un ordenamiento que no ha resuelto la ten-
sión entre su derecho civil y su derecho registral, ni ha incor-
porado de manera sistemática la perspectiva de género en la 
interpretación de las normas patrimoniales del matrimonio.

Lo notable es que la paradoja técnica convivió en ambos 
casos con una coincidencia sustantiva: los tribunales identi-
ficaron quién merecía protección y la otorgaron. Las Salas 
Reunidas en 2023 protegieron a quien sostuvo sola un patri-
monio durante once años frente al regreso tardío de quien 
lo había abandonado. La Primera Sala en 2026 protegió a 
quien había actuado con diligencia para preservar sus dere-
chos patrimoniales frente a quien pretendía extinguirlos por 
la vía de la prescripción.
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El debate jurídico seguirá vivo mientras el legislador no 
intervenga con una reforma que resuelva expresamente la 
tensión entre el artículo 815 y el sistema Torrens, con pers-
pectiva de género, coherencia sistémica y conciencia de los 
efectos reales que las normas producen sobre las personas 
más vulnerables. Mientras esa reforma no llegue, corres-
ponde a la jurisprudencia —con toda su fragilidad y toda su 
grandeza— seguir respondiendo caso por caso a la pregunta 
que nunca debería quedar sin respuesta: ¿quién necesita pro-
tección aquí y cómo puede el derecho brindársela?
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